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Derecfeo a la educación,
tibertad de ensefianza

Artículo 13 La edtrca,ei,ón ti.enc cotÍto fi,ruli.dad, el dnsanollo i.nte-
gral dc la persona huma,na. El Estadn recotu)ce y ga-
rantiza la libertad, dc enseiwr¿za. Los pad,res d,efamilia
tienen el d,eber dc edtrcar a sw hijos y el dnreclrc d,e

escoger l;r,s centros d,e edu,caciáo y dc parti.cipar en, el
proceso educatioo.

CONCORDANCIAS:
C.: arts. 6, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 58, 200
ínc.2); C.P.Ct.: art.37 inc. 17); C.C.: arts.
235,287,3i6 inc. 1); C.N.A.: arts. 14 y ss.;

D.U.D.H.: zrt.26; P.I.D.E.S.C.: arts. 13,

14: C.D.N.: art ZB; F.S.S.: arts. 13, ió

Max Salazar Gallegos

7. Introducción
La Constitución de 1993 inicia con este artículo los preceptos correspondientes

en materia educativa. El texto aconl es menos extenso que el de su antecedente

próximo de 1979, sin que ello deba significar que uno sea más valioso que otro, pues

su apücación juiciosa es la que en uno y otro caso promueve en última instancia el

bienestar social.

Debemos desprendernos de la penosa tarea de establecer principios líricos de

poca o nula apücabilidad. Hay que intentar cohesionar Ia norma siempre con la
realidad, interpretándola técnicamente,valorándola en función al contenido de dere-
chos y deberes que revela y que deben respetarse y hacer cumpür en cada caso.

No obstante, resulta clato que es justo en este acápite en que nos encontramos
con muchas normas constirucionales que no necesariamente se aphcan de manera
imperativa, sino que establecen principios que serán concretados en la medida de las

posibilidades y coyuntura de cada administración. I.{os referimos a las normas de
c^r^cter programático, cu,,ya .interpretación debe ser aunada a Las demás regias de

derecho dispuestas, de tal forma que formen un todo lógico inescindible.

2. Postulado: "la educación tiene corrao finalidad el de-
sarrollo integral d.e la persona humana"
El texto reconoce una verdad primigeni ay üáfam. Y es que la educación cons-

tituye la base fundamental pan el desarrollo de la persona natural, y pot ende, de la
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sociedad en su conjunto. Educación y desarrollo deben ser comprendidos aunados.
La educación se constituye como un pilar para que Ia persona comprenda y se integre
al entorno en el que se desenvuelve. Sin educación es imposible reconocer, elegir y
entender o Por lo menos avizorar de manera razonable los efectos de ias decisiones
que tomamos y los actos y hechos que nos circunscriben.

La informaciínhoy en día nos llega en grandes cantidades, por diferentes me-
dios y prácúcamente de todas partes del mundo, y respecto de todos los aspectos de
la vida humana. Esta necesita ser identificada, entendida y clasificada, de tal forma
que podamos apreciar aquello que nos pueda resuitar de utilidad.

La educación adopta d.iferentes formas y dimensiones, y debe entenderse que la
Constitución reconoce el acceso a todas elias. Por supuesto que se tratatá siempre de
un ptoceso de aprenüzaje escalonado, pues patu aprertder también se necesitan mé-
todos Adquirir educación no es simple; requiere sustento y dosificación, de tal for-
ma que se pueda ayanzat poco a poco en el cumplimiento de los fines establecidos.
Así, ia persona irá adquiriendo de manera sostenida una serie de elementos que le
permitan diferenciar las opciones que se le presentan y finalmente deciür apropiada-
mente qué parte de la información que tiene a su alcance desea consumir. Existe,
desde luego, aquel sector directriz que se inclina por imponer ciertos criterios y de-

terminada accesibüdad; toJ, tema responde a su vez a una decisión política.

Una metodología mal aplicada o un sesgo irracional al sistema educativo po-
drán,de hechq ümitar lagaranda constitucional, y por derechq se constituirá en una
barcera importante p^ra el sostenimiento de un sistema estrucfurado que pretenda
aYanzat en sus metas.

El derecho ala educación es inherente y consustancial a la persorta,y forma
parte del grupo de los derechos sociales, como suelen denominarse, y cuya función
radica en amenguar las desigualdades entre los ciudadanos. El hecho de que el texto
constitucional no mencione expresamente esto, en contraposición al de su anteceso-

ra,no debe significar ningún tipo de recorte al mismo. Se trata de un supuesto que efl
este caso resultaría de catácter declarativo y no constitutivq y en todo caso, debemos
interpretar que la frase que sigue en el artículo 1o engloba de manera directa.

Debemos tecalar en el error técnico incurrido al momento de redactar el artícu-
lo. Persona es un término que, en el contexto utilizado, adqüere su significación en

base al orden jurídico imperante. En este sentido, persona es un recurso técnico legal
que nos refiere a:urt. categoríajurídica que no es otra que la condición humana, sea

considerada de rÍranerlindividual o colectiva. Referirse a la persona humana es alejar-
se del contexto doctrinario-normativo de manera innecesaria.la referencia justa de-
bió haber sido la de persona natural.

Finalmente y no menos importante, esgrimir Ia finalidad de la educación es

coordinar en una misma dirección la actividad de las distintas instituciones que se

^voc^n 
ala tarea específica de educar.
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3. Postulado: t'eL Estado reconcae y garaÉatizalaliber-
tad de ens eñanrlza"

LaLtbertad de ense ñzrvadebe ser entendida como ei derecho dei cual gozala
sociedad, y Por ende, las instituciones que la conforman, privadas, públicas y de
economía mixta, pzra orgatiz,^rse con el objeto indicado y decidir aquello que dentro
de los límites legales resulte apropiado difundir y trasladar al educando par^ el cum-
plimiento de tal fin. Considétense a estos efectos, todos ios niveles y modaLidades
conocidos o por conocerse. Asimismo, se comprende el derecho fundamental de
acceder, elegir y recibir enseñanza.

No se trata deun derecho irrestricto, pues como indicamos, deben existir líneas
directrices emanadas del Estado para que este último reconozca en su total dimen-
sión el goce de este derecho.

Lapoiiúca educativa, mediante un pian mínimo de ciesarroiio, debe ser respeta-
da. En aigunos casos se establecerán ciertas líneas directrices de carácter obligatorio
y otros supuestos serán trasladados con carácter de sugerencia por ia administración
pública. Aquí el Estado cumple un rol fundamental; y es que de una parte asume la
gran responsabilidad de moldear y hacer cumplir cabalmente la política asignada a

determinada coyuntüra,y por otra parte, tiene Ia obligación de respetar y hacer valer
ios detechos de la ciudadanía enla apücación del principio.

Este derecho es inmanente ala persona, y por tanto, el precepto constitucional
cumple un rol subsidiario, pues se limita en este aspecto a declarar un derecho adqui-
ndo ex ante.Fteclbfu y otorgar enseñanza en su total dimensión son amparados.

4. Postulado: "los padres de farnilia tiene el deber de
educar a sus hiios y el derecho de escoger los cen-
tros de educación y de participar en el proceso edu-
cativo"
Todo derecho importa un deber. Los derechos se ejercen y goza;n de acuerdo a

su naturaleza.y conllevan siempre una responsabilidad que lleva a su vez aunado un
beneficio. Así, en correlación al derecho que tenemos de acceder ai conocimiento
existe el deber de trasladar todo o parte de ese bagaje a los descendientes. Lz famllta
es la unidad bárica y fun,iamental de la sociedad. Nos dcbemos a ella erl un primer
momento y es allí donde se inicia el proceso educativo. Los padres, entonces, prime-
ro deben recibir para luego dar. Son y forman p^rte del proceso.

El Estado debe encontrarse en posición de exigir la apbcación del precepto, y
por ende, de supervisar que se haga realidad. Esto no quiere decir que la administra-
ción púbüca se entrometa en cada uno de los hogares y los fiscaüce, y mucho menos
que fije o intente dirigir lo que cadapadre de famiiia considera justo y necesario p^r^
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la educación de sus irijos en primera instancia. Sin embargo, el derecho se encuentra
Iimitado por las leyes, las costumbres, Ia morai y las prácticas imperantes en el nro-
mento social. Los padres son los llamados a velar porque el derecho de sus hijos a la

educación se cumpla a cabñdad. Se fomenta la paternidad responsable.

Se pueden imponer sanciones par 
^qoellos 

padres que no cumplan objetiva-
mente con dicho deber, y^ sea por acción u omisión- Lo mismo ocurre con las insti-
tuciones. En este sentidq la política dei Estado es integral. No se puede tampoco
imponer deberes que no se puedan cumplir. El precepto debe ser considerado am-
pliamente y traducido dentro del contexto social, económico, y político imperante.'
Carece de sentido entonces demandar su cumplimiento si es que no se han procedi-
do a crear las condiciones necesarias para su atención.

En este caso, el deber impuesto a ia persona natural es secundario en cuanto a
su goce y exigencia coercitiva, en relación a Ia garantía auto impuesta por el Estado.
Existe una relación proporcional entre el rieber estatal y ei deber particuiar.

El derecho de la persona a escoger el centro de educación donde ha de recibir
enseñanza es tambiéfl una garantia implícita a.laltbertad de enseñanza y el deber de

educar.

El Estado debe garunttzar la pluralidad de ofertas y su acceso por parte de las

personas. No se puede elegir donde no existe concurso en Ia ofefia. Tampoco se

puede elegir en la medida que las condiciones socio-económico y culturales de la
persona natural no son las apropiadas pa.ra decidir. La demanda debe ser satisfe cha a

plenitud. La ofena debe ser adecuada y respetar las condiciones mínimas necesarias

a imponetse. El Estado no puede ni debe creaÍ un sistema cercado de educación que

impida o ljmite la [bre competencia.La 
^peftüra 

y la competencia deben fomentar la

pluralidad además de la calidad de La ofeta y sus diferencias, siempre dentro de los
estándares mínimos concebido s par.^ ello (ningún centro educativo puede abstraerse

del contexto legal institucional).

Laltbertad de elección no significa que se pueda acceder irrestrictamente a los
centros de educación. El precepto justamente respeta esa übettad dentro de las posi-
bilidades y condicionamientos de cada persona, de acuerdo a ley. Debe recordarse
que el ser humano es ontológicamente übre. En este sentido, no puede tratarse igual
a los desiguales. No obstante, la idea de libertad pan elegir debería tender en ei
tiempo a favorecer la igualdad en ias oportunidades de a.cceso.

El Estado no puede imponerse tampoco metas que rebasen su capacidad de
cumplimiento. La forma en que se pretendan hacet reaüdad a estas garantras no
puede ni debe significar un esfuerzo más alLá de los límites individuales o colectivos.

Es deber del Estado buscar y encontrar Ia menera. más adecuada de cumplir
dentro de dichos límites. La administración, oferta, implementación, supervisión,
frscahzación, entre otros, pueden ser materia de terceización parcial o total, en for-
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maasociada, concesionada, transferida o delegada. El análisis previo a la adopción de

políticas estatales en este sentido es necesario.

La parúcipación de los padres en el proceso educativo se da tanto en el hogar

como en la institución a Ia cual se delegue tal función y su compiementación.

Nótese que se ttata de un derecho que no discrimina ninguna eta;pa educativa.

Es menester considerarlo conforme a sus Iímites propios. Cada centro de enseñanza

debe respetar las leyes, pero tiene autonomía, y goza también del derecho ala liber-
tad. Los padres de familia no pueden interferir o imponer criterios, sino participar.

La paracipzción impüca en primer lugar colaboración, luego opinión y después di-
rección. Los padres de familia eligen conforme a su criterio, y es propio asegurar que

esa elección también es [bre. Por lo tanto, se presume conformidad con la política de

etseñanza de la instirución, siempre y cuando se haya proporcionado de manera
previa la información necesaria para elegir. Nuevamente, el Estado debe garunúzar
que el ciudadano pueda eiegir a comodidad. El precepto carcceria de legitimidad
donde el Estado no cur4pla su rol integrador y promotor.

Las razones y condiciones por las cuales una persona puede no encontrarse de

acuerdo con la institución y el proceso de educación al cual ha acceüdo, pueden ser

variadas, como lo son sus posibiüdades de acción. Existe la posibilidad de que se

estén violando o extralimitando lineamientos de carácter obligatorio en lo que a po-
lítica de educación se refiere. Cabe la posibilidad también de que el servicio no se

adecue a lo ofrecido. En ambos casos, debe facultarse la posibiüdad y establecer las

condiciones para interponer los planteamientos coffespondientes ante los organis-
mos respectivos, civiles, administrativos y jr.rcliciales, respetarrdo el pdncipio de lavía
previa y de pluralidad de instancias.

Si a la persona no Ie satisface, puede optar por cambiar de institución educativa.
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